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 Magistrado Sustanciador  

 
Radicación No. 011-2014-00498-02 

 
Bogotá D.C., veintiocho (28) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

 

DEMANDANTE:  HUMBERTO GRACIA BARACALDO Y JHON JAIRO MOYA CRUZ  
DEMANDADO:  UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE REHABILITACION Y 

MANTENIMIENTO VIAL UMV. 
 ASFALTO LA HERRERA S.AS. 
    
ASUNTO:  RECURSO APELACIÓN PARTE DEMANDANTE Y DEMANDADA. 
  

AUTO 

 
Sería del caso entrar a resolver el recurso de apelación concedido a favor de la parte 

demandante y demandada, contra la sentencia dictada el 6 de abril de 2021, por el Juzgado 

Once Laboral del Circuito de Bogotá, sino fuera porque la Jurisdicción Ordinaria en la 

Especialidad Laboral y de la Seguridad Social, no es la competente para conocer del 

presente proceso, en consideración a lo siguiente: 

 

Si bien en la demanda inicial se indicó que la parte activa estaba conformada únicamente 

por el señor HUMBERTO GRACIA BARACALDO en tanto figuraban como accionados el 

CONSORCIO LA LUZ conformado por las sociedades CORTAZAR Y GUTIERREZ LTDA 

y ASFALTOS LA HERRERA S.A.S, y la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

REHABILITACION Y MANTENIMIENTO VIAL, para que se declarará la existencia de un 

contrato de trabajo con el consorcio  en mención, entre el 3 de julio de 2011 y el 9 de 

agosto de 2012, y el consecuente pago de las prestaciones y acreencias laborales. 

 
El Juzgado de origen mediante providencia del 5 de septiembre de 2018, aceptó el 

desistimiento presentado por el demandante en contra de la sociedad CORTAZAR Y 

GUTIERREZ LTDA, además admitió la reforma a la demanda. 
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En la reforma de la demanda, se incluyó como parte accionante, además del señor 

HUMBERTO GRACIA BARACALDO, al señor JHON JAIRO MOYA CRUZ, quienes el 

unísono peticionaron que se DECLARARÁ que la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL 

DE REHABILITACION Y MANTENIMEINTO VIAL-UMV fue el verdadero empleador, y que 

ASFALTOS LA HERRERA como integrante del CONSORCIO LUZ, fungió como intermedia 

de la actividad laboral. Así mismo solicitaron se CONDENARÁ de manera solidaria a las 

entidades convocadas a juicio al pago de las cesantías, intereses sobre las cesantías, 

primas de servicios, vacaciones, indemnización moratoria, sanción por no consignación de 

las cesantías, salarios y costas procesales. En tanto de manera subsidiaria solicitó se 

declarara la existencia de un vinculó laboral con el CONSORCIO LA LUZ (folio 219-241). 

 

Todo lo anterior lo fundamenta en que fueron vinculados a través del CONSORCIO LA 

LUZ, no obstante, considerar la parte demandante que ejecutaron sus servicios de manera 

personal en las instalaciones de la demandada-UVM, acatando órdenes de ésta, siendo 

sus funciones propias de trabajadores de planta de la entidad, por lo que aspira a que se 

de aplicación al principio de la primacía de la realidad. 

 

En la diligencia prevista en el articulo 77 del C.P.T y S.S., el Juzgado primigenio mas 

concretamente en la fijación del litigio, dispuso que este estaba encaminado a determinar 

si existió un contrato de trabajo con la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

REHABILITACION Y MANTENIMIENTO VIAL: “el litigio se fija sobre todo y cada uno de 

ellos, por lo que el debate probatorio gira entorno a establecer si entre los señores 

HUMBERTO GARCIA BARACALDO y JOHN JAIRO MOYA CRUZ, existió un contrato de 

trabajo con la demandada BOGOTÁ-UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

REHABILITACION Y MANTENIMIENTO VIAL” (folio 273). 

 

Adicionalmente, el 06 de abril de 2021, el Juzgado Once Laboral del Circuito de esta 

Ciudad, emitió sentencia en el siguiente sentido: 

 

“PRIMERO: DECLARAR la existencia de un contrato de trabajo entre el señor 
HUMBERTO GRACIA BARACALDO y la UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL DE REHABILITACION Y MANTENIMIENTO VIAL -UM-V vigente 
ente el 3 de julio de 2011 y el 9 de agosto de 2012, en virtud del cual desempeño 
el cargo de OFICIAL DE OBRA, devengando como último salario la suma 
mensual de $759.000, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de 
esta providencia. 
 
SEGUNDO: DECLARAR la existencia de un contrato de trabajo entre el señor 
JOHN JAIRO MOYA CRUZ y la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 
REHABILITACION Y MANTENIMIENTO VIAL -UMV- vigente entre el 24 de 
marzo de 2011 y el 26 de marzo de 2012, en virtud del cual desempeñando el 
cargo de OFICIAL DE OBRA devengando como ultimo salario la suma mensual 
de $756.000, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta 
providencia. 
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TERCERO: DECLARAR al CONSORCIO LUZ representado en este proceso a 
través de la sociedad ASFALTOS LA HERRERA SAS, como simple 
intermediario en la actividad desarrollada por los señores HUMBERTO GRACIA 
BARACALDO y JHON JAIRO CRUZ MOYA a favor de la UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE REHABILITACION Y MANTENIMIENTO 
VIAL -UMV- conforme a los argumentos esbozados en la parte motiva de esta 
providencia.  
 
CUARTO: CONDENAR a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 
REHABILITACION Y MANTENIMIENTO VIAL UMV- al pago de las siguientes 
sumas de dinero: 
 
Respecto de HUMBERTO GRACIA BARACALDO:  
 
a. $834.900 por concepto de cesantías. 
b. $55.723 por concepto de intereses a las cesantías 
c. $834.900 por concepto de primas de servicios. 
d. $417.450 por concepto de vacaciones. 
e. $227.700 por concepto de salarios insolutos. 
f. $25.300 diarios por cada día de retardo hasta por los primeros 24, es decir, 

hasta el 8 de agosto de 2016, que asciende a la suma de $18.216.000, y a 
partir del mes 25, es decir, septiembre de 2016, intereses moratorios hasta 
que se verifique el pago. 

g. Sanción por no consignación de las cesantías dispuestas en el articulo 99 
de la Ley 50 de 1990, para las causadas para el año 2011, la cual se deberá 
liquidar a partir del 15 de febrero del año 2012 y hasta la terminación del 
contrato de trabajo, esto es, hasta el 9 de agosto del año 2012.   

 
Respecto de JOHN JAIRO MOYA CRUZ: 
 
a.  $798.000 por concepto de cesantías. 
b. $65.682 por concepto de intereses a las cesantías 
c. $798.000 por concepto de prima de servicios 
d. $380.100 por concepto de vacaciones. 
e. $655.200 por concepto de salarios insolutos. 
f. $4.781.700 por concepto de sanción por no consignación de las cesantías. 
g. Por los intereses moratorios liquidados desde la terminación del contrato de 

trabajo y hasta que se verifique el pago, a la tasa máxima de créditos de 
libre asignación, certificados por la Superintendencia Financiera, respecto 
del pago de las prestaciones sociales adeudadas que dan lugar al mismo. 

 
QUINTO: DECLARAR solidariamente responsable al CONSORCIO LUZ 
representado en este proceso a través de la sociedad ASFALTOS LA 
HERRERA SAS, en el pago de todas y cada un de las condenas impuestas a 
la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE REHABILITACION Y 
MANTENIMIENTO VIAL. 
 
SEXTO: DECLARAR NO probadas las excepciones propuestas por la pasiva.” 
 

 

Conforme a los antecedentes expuestos, se deduce que los demandantes pretenden se 

declare la existencia del contrato de trabajo como Servidor Público, dada la naturaleza 

jurídica de la entidad accionada y en consecuencia, quien debe conocer el asunto es la 

Jurisdicción de lo Contencioso administrativo, pues según lo definió la H. Corte 

Constitucional, en las providencias A-461 de 2021 y A-492 de 2021, estos temas escapan 

de la órbita de la competencia residual contenida en el artículo 2 numeral 5 del CPT y de 
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la SS, precisando que, la controversia que debe ser zanjada en la jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo  a la luz del artículo 104 numeral 2 del CPACA. 

 

En el auto A-492 de 2021, la referida Corporación determinó: 

 

“En los casos en los que se discute el reconocimiento de un 
vínculo laboral con el Estado no es posible aplicar la misma 
regla que se uti l iza para definir la autoridad judicial que 
conoce de las controversias suscitadas entre los trabajadores 
oficiales o empleados públicos y el Estado. Lo anterior 
conlleva la necesidad de que la Sala Plena se aparte del 
precedente que, en su oportunidad, desarrolló la Sala 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura. Es claro 
que corresponde a la jurisdicción ordinaria el conocimiento de 
los procesos laborales en los que son parte trabajadores 
oficiales y a la jurisdicción contencioso administrativa 
aquellos relacionados con la vinculación legal y reglamentaria 
de los empleados públicos. En efecto, cuando existe certeza 
de la existencia de un vínculo laboral y no se discute que 
había una relación de subordinación entre la entidad 
pública y el trabajador o empleado, resulta válido definir 
la jurisdicción competente para conocer de estos asuntos 
con base en las funciones que dice haber ejercido el 
empleado o trabajador (criterio funcional) y la entidad a la 
cual se encontraba vinculado (criterio orgánico), para 
establecer si se trata de un trabajador oficial, que puede 
ejercitar la acción laboral ante la jurisdicción ordinaria 
del trabajo, o de un empleado público, caso en el cual la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo es la que 
debe definir el asunto.  
 
(…) Ahora bien, en el caso concreto, si en gracia de discusión 
se “revisara preliminarmente” la posible asimilación de las 
labores desempeñadas por el demandante para intentar 
ubicarlas en las que corresponden a un empleado público o a 
un trabajador oficial, se correría el r iesgo de exponer al actor 
equivocadamente ante una jurisdicción que no tiene 
competencia para conocer de este t ipo de asuntos, con la 
consecuente pérdida de oportunidad para adelantar el trámite 
judicial de su reclamación. De hecho, en casos en los que 
se ha pretendido acudir ante la jurisdicción ordinaria para 
obtener el reconocimiento de acreencias laborales que 
corresponden a entes territoriales por personas que 
prestan servicios de vigilancia y celaduría, las 
autoridades de la especialidad laboral han absuelto a las 
entidades accionadas, en la medida en que no se logra 
probar la calidad de trabajadores oficiales  de los 
demandantes pues dichas labores no tienen relación directa 
con “la construcción y el sostenimiento de obras 
públicas”[69].(Negri l las por la Sala).”. 
 
 

Así las cosas, observa la Sala que conforme criterio reciente de la H. Corte Constitucional 

cuando se discute la existencia o el reconocimiento de un vínculo laboral y el consecuente 

pago de acreencias laborales, es necesario determinar si el contrato que unió al 
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demandante con la entidad pública tiene una naturaleza distinta al que se suscribió y es de 

tipo laboral, función que únicamente puede adelantar el juez de lo contencioso 

administrativo, quien además es el llamado a determinar si la labor contratada podía o no 

cumplirse con personal de planta, o si requería de conocimientos especializados. 

 

Adicionalmente, H. Corte Constitucional concluyó que una evaluación preliminar para 

determinar si las funciones desempeñadas por el demandante en este tipo de procesos se 

ajustan o no a las de un empleado público, conllevaría a desatar la controversia de fondo 

antes de tramitar el proceso, con lo cual “se correría el riesgo de exponer al actor 

equivocadamente ante una jurisdicción que no tiene competencia (…), con la consecuente 

pérdida de oportunidad para adelantar el trámite judicial de su reclamación”, como ha 

ocurrido en casos sometidos a la jurisdicción ordinaria en los que se han absuelto las 

entidades públicas por no encontrar probada la calidad de trabajadores oficiales en los 

demandantes. 

 

Igualmente la Corte Constitucional en los autos 01 de 2021 y 194 de 2022, enunció que es 

la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo la competente para dar trámite al medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho que se propone por el accionante, con el 

objeto de obtener la declaratoria de la existencia de una relación laboral y el consecuente 

reconocimiento del pago de prestaciones sociales, por el tiempo transcurrido entre el 1° de 

junio de 2013 hasta el 9 de enero de 2018, período durante el cual estuvo vinculado en el 

Hospital La Victoria III Nivel E.S.E, hoy Subred Integrada de Servicios de Salud Centro 

Oriente E.S.E, a través de contratos de arrendamiento de servicios y de prestación de 

servicios sucesivos, habituales y sin interrupción que, en su criterio, encubrian la existencia 

de una relación laboral. 

 

Aunado a lo anterior, esta Corporación en providencia dictada el 15 de noviembre de 2022,  

dentro del proceso 014-2019-701, M.P. Alejandra María Henao Palacio, en un caso similar, 

esto es, en el que el trabajador pretendía la declaratoria de la existencia de una relación 

laboral con COLPENSIONES, argumentando que su vinculación se presentó a través de 

un contrato de trabajo suscrito con la compañía ACTIVOS S.A., pero dado el acuerdo 

comercial suscrito con la entidad de seguridad social, las labores o funciones, las ejecutó 

en esta ultima -que actuó como verdadera empleadora-, se ordenó la remisión del 

expediente a la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, por ser la autoridad judicial 

competente para conocer del asunto. 

 

En consecuencia, en aras de garantizar el derecho al debido proceso, particularmente el 

derecho a ser juzgado por el funcionario judicial a quien el ordenamiento jurídico 

previamente le ha atribuido competencia -juez natural-, materializar el principio a la 

igualdad, de conformidad con lo reglado en los artículos 16 y 138 del C.G.P., se 
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DECRETARÁ LA NULIDAD de lo actuado desde la sentencia proferida por la Juez Once 

Laboral del Circuito de Bogotá el 6 de abril de 2021, y se dispondrá la remisión del 

expediente al reparto de los Jueces Administrativos del Circuito de Bogotá, para lo de su 

cargo, advirtiendo que las pruebas oportunamente decretadas y practicadas conservan su 

validez. 

 

En mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ – SALA SEGUNDA DE DECISIÓN LABORAL,  
 

RESUELVE 
 
PRIMERO:  DECLARAR LA FALTA DE COMPETENCIA de esta JURISDICCION, para 

conocer la demanda presentada por HUMBERTO GRACIA BARACALDO y 

JOHN JAIRO MOYA CRUZ contra UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL 

DE REHABILITACIÓN Y MANTENIMIENTO VIAL y ASFALTOS LA 

HERRERA SAS, conforme las consideraciones que preceden.  

 

SEGUNDO:  DECLARAR LA NULIDAD de todo lo actuado a partir de la sentencia 

proferida por el Juzgado Once Laboral del Circuito de Bogotá el 6 de abril de 

2021, inclusive. 

 

TERCERO:  REMÍTASE por Secretaría las presentes diligencias a reparto de los 

Juzgados Administrativos del Circuito de Bogotá para lo de su cargo, de 

conformidad con lo expuesto en la parte motiva de este proveído.  

 
Notifíquese y cúmplase,  
 
 
 

 
 
 
 

MARCELIANO CHÁVEZ ÁVILA 

Ponente 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
DE BOGOTÁ D.C. 

 
MARCELIANO CHÁVEZ ÁVILA 

Magistrado ponente 

 
Bogotá, D.C., diez (10) de marzo dos mil veintitrés (2023). 

 
Procede la Sala a determinar la viabilidad del recurso 

extraordinario de casación interpuesto por la parte 

demandada UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES 

DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP 1  en contra de la 

sentencia proferida el 30 de noviembre de 2022 y notificada 

por edicto del veintiséis (26) de enero de 2023 dado su 

resultado adverso dentro del proceso ordinario laboral 

promovido por FANNY MORALES LEAL en contra de la 

recurrente. 

 
A efectos de resolver lo pertinente se hacen las 

siguientes,  

 
CONSIDERACIONES 

 
Establece el artículo 86 del Código Procesal del Trabajo 

y la Seguridad Social, en su parte pertinente que: «…sólo serán 

susceptibles del recurso de casación los procesos cuya cuantía exceda 

de ciento veinte (120) veces el salario mínimo legal mensual vigente». Tal 

estimación debe efectuarse, teniendo en cuenta el monto del 

salario mínimo aplicable al tiempo en que se profiere la 

																																																																				
1	Allegado vía correo electrónico fechado el treinta y uno (31) de enero de 2023.	
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sentencia que se pretende acusar, en el caso en concreto la 

cuantía corresponde a la suma de $ 120’000.000,00. 

 
La Jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral, de la 

Corte Suprema de Justicia, establece que el interés 

económico para recurrir en casación se encuentra 

determinado por el agravio o perjuicio que la sentencia 

recurrida les irroga a las partes2. 

 
El interés jurídico de la demandada para recurrir en 

casación, se encuentra determinado por el monto de las 

condenas que le fueron impuestas por el fallo de segunda 

instancia, que modificó confirmó la sentencia del a quo. 

 
Entre otras condenas irrogadas a la recurrente se 

encuentran el pago de la mesada 14 de la pensión de 

jubilación, el pago del retroactivo entre junio de 2018 a junio 

de 2021 cuantificado en una suma $8.718.464, debidamente 

indexadas, sin perjuicio de las que se sigan causando hasta 

la fecha del pago efectivo.  De acuerdo con lo anterior, se 

procede a realizar los cálculos correspondientes: 
 

 Tabla Retroactivo Diferencia Pensional  
Fecha 
inicial 

Fecha 
final % Valor mesada 

cancelada 
N°. 

Mesadas Subtotal 

01/06/18 31/12/18 4,09% $ 2.080.254,00 1,00 $ 2.080.254,0 
01/01/19 31/12/19 3,18% $ 2.146.406,00 1,00 $ 2.146.406,0 
01/01/20 31/12/20 3,80% $ 2.227.969,00 1,00 $ 2.227.969,0 
01/01/21 31/12/21 1,61% $ 2.263.839,00 1,00 $ 2.263.839,0 

 Total retroactivo diferencia pensional $ 8.718.464,00 
 

INCIDENCIA FUTURA  
Fecha de Nacimiento     23/03/56 
Fecha Sentencia     30/11/22 
Edad a la Fecha de la Sentencia 66 
Expectativa de Vida 20,6 
Numero de Mesadas Futuras 20,6 

Valor Incidencia Futura $ 49.255.980,20 

 
Tabla Liquidación  

Retroactivo pensional                     $   8.718.468,0 
Incidencia futura $ 49.255.980,2 

Total  $ 57.974.448,20 

 

																																																																				
2 CSJ AL2538-2022. Magistrado Ponente: GERARDO BOTERO ZULUAGA. 
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Visto lo que antecede, se tiene que el perjuicio económico 

irrogado a la accionada, asciende a $ 57’974.448,20, valor 

inferior a los 120 salarios mínimos legales para acceder al 

recurso. En consecuencia, y al no hallarse reunidos los 

requisitos establecidos en el artículo 43 de la Ley 712 de 

2001, se negará el recurso extraordinario de casación 

interpuesto por la parte demandada. 

 
Con relación a la manifestación realizada por la 

recurrente respecto a la concesión del recurso extraordinario 

de casación no en virtud de la cuantía, sino al amparo de los 

derechos fundamentales derivados de la sostenibilidad fiscal, 

la moralidad pública y la seguridad social, basta decir que la 

concesión del recurso extraordinario de casación constituye 

un criterio objetivo fijo, dependiente de factores claramente 

determinables y cuantificables, por tanto la summa gravaminis 

debe ser cuantificable monetariamente y superar la cuantía 

para recurrir.  

 
Por último, a folios 21 a 22 milita escritura pública 

otorgada a la Unidad Administrativa Especial de Gestión 

Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección 

Social - UGPP, donde se confiere poder general a la firma 

Viteri Abogados S.A.S. sociedad representada legalmente por 

el doctor Omar Andrés Viteri Duarte quien sustituyó el poder 

otorgado al doctor Álvaro Guillermo Duarte Luna, para que 

actúe como apoderado de la UGPP, por lo que habrá de 

reconocérsele personería a dicho profesional del derecho. 

 
DECISIÓN 

 
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Bogotá,  

 
RESUELVE 
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PRIMERO: RECONOCER personería para actuar en 

representación de la parte demandada UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL -UGPP al abogado ÁLVARO GUILLERMO DUARTE 

LUNA, identificado con cédula de ciudadanía n.° 87.063.464 

portador de la T.P. n.° 352.133 del Consejo Superior de la 

Judicatura en los términos y fines del poder conferido 

obrante a folio 21 y subsiguientes del plenario. 

 
SEGUNDO: NO CONCEDER el recurso extraordinario 

de casación interpuesto por la parte demandada UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL – UGPP. 

 
TERCERO: En firme el presente proveído, continúese 

con el trámite correspondiente. 

 
Notifíquese y Cúmplase, 

 

 

 

MARCELIANO CHÁVEZ ÁVILA 

Magistrado 

 

 

 

LUZ PATRICIA QUINTERO CALLE 

Magistrada 

 

 



Radicación n.° 021202100227 – 01 

 
MILLER ESQUIVEL GAITÁN  

Magistrado 

 

 

 

Proyectó: DR 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

SALA LABORAL  

 

Magistrado Ponente: Dr. MARCELIANO CHÁVEZ ÁVILA 

 

Bogotá D.C., catorce (14) de marzo de dos mil veintitrés (2023) 

 

Previo a resolver sobre el recurso de casación, se reconoce personería para 

actuar en nombre y representación de la parte demandada PORVENIR S.A. al 

abogado NICOLAS EDUARDO RAMOS RAMOS, identificado con cedula de 

ciudadanía Nº 1.018.469.231 y T.P Nº 365.094 del CSJ, se le reconoce 

personería para actuar como apoderado para los fines y efectos que en el 

poder se le confiere. 

 

El apoderado de la parte demandada SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE 

FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIAS PORVENIR S.A, dentro del 

término legal establecido, interpuso recurso extraordinario de casación contra 

el fallo proferido en esta instancia el treinta y uno (31) de octubre de dos mil 

veintidós (2022), notificado por edicto del 13 de diciembre de la misma 

anualidad, dado su resultado adverso. 

 

A efectos de resolver lo pertinente se hacen las siguientes,  

 

CONSIDERACIONES 

 

Es criterio reiterado de la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la 

Corte Suprema de Justicia, que el interés jurídico para recurrir en casación 

está determinado por el agravio que sufre el impugnante con la sentencia 

acusada, tratándose del demandante, corresponde al monto de las 

pretensiones que hubiesen sido negadas por la sentencia que se intenta 
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impugnar, y respecto del demandado, se traduce en la cuantía de las 

condenas impuestas.1 

 

De acuerdo con el artículo 86 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 

Social, son susceptibles del recurso de casación los procesos cuya cuantía 

exceda los 120 salarios mínimos, que a la fecha del fallo de segunda instancia 

(31 de octubre de 2022) ascendía a la suma de $120.000.000.oo, toda vez 

que el salario mínimo legal mensual vigente para esa anualidad era de 

$1.000.000.oo. 

 

Así las cosas, el interés jurídico de la parte accionada para recurrir en casación, 

se encuentra determinado por el monto de las condenas que le fueron 

impuestas al recurrente en el fallo de segunda instancia, luego de confirmar la 

decisión proferida por el a-quo.  

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                     

En el caso bajo estudio tenemos que, se condenó al Fondo de Pensiones y 

Cesantías PORVENIR S.A., a “devolver o trasladar a Colpensiones de manera 

indexada, todos los valores que hubiere recibido con motivo de la afiliación de 

la demandante, con los rendimientos que se hubieren causado, sin la 

posibilidad de oficiar descuento, ni por administración ni por cualquier otro 

concepto.”. 

 

Al respecto, la Sala de Casación laboral en providencia de fecha 24 de junio 

de 2020, Radicado No. 85430 AL1223-2020, con ponencia de la Magistrada 

CLARA CECILIA DUEÑAS QUEVEDO, precisó que la sociedad administradora de 

Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A., no tiene interés para recurrir 

en casación, por lo siguiente: 
 

“…En el sub lite, se tiene que el fallo que se pretende recurrir en casación confirmó la 

declaración de ineficacia del traslado del régimen de prima media con prestación definida al 

régimen de ahorro individual con solidaridad efectuado por la demandante, en consecuencia, 

ordenó a Porvenir S.A. trasladar a Colpensiones todos los aportes y rendimientos que tuviera 

Nubia Stella Caicedo Díaz en su cuenta de ahorro individual. 

 

Pues bien, la Sala en un caso similar, en providencia CSJ AL, 13 mar. 2012, rad.  53798 

reiterada en proveídos CSJ AL3805-2018 y CSJ AL2079-2019, señaló:  

 

(…) La carga económica que se impuso a la demandada, con la sentencia proferida por el ad 

quem se concreta al traslado al I.S.S. del valor de los saldos por concepto de: cotizaciones, 

rendimientos y bono pensional, que figuren en la cuenta de ahorro individual de la actora. 

																																																													
1 AL1514-2016 Radicación n.° 73011, del 16 de marzo de 2016, M.P. CLARA CECILIA DUEÑAS QUEVEDO. 
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De cara a la orden impartida por el Tribunal es claro que la demandada no sufre ningún 

perjuicio económico con la decisión proferida por el ad quem, si se tiene en cuenta que dentro 

del RAIS el rubro que conforman las cotizaciones, rendimientos y bono pensional, aparecen 

dentro de la subcuenta creada por el Fondo a nombre de la demandante al momento de su 

admisión como afiliada, recursos que si bien deben ser administrados por la entidad 

recurrente, no forman parte de su patrimonio, por el contrario, corresponde a un patrimonio 

autónomo de propiedad los afiliados a dicho régimen, que para el presente, dichos recursos 

pertenecen a la misma promotora del litigio, por ello, es la titular de la subcuenta de ahorro 

individual, como corresponde a todos los  afiliados al RAIS. 

 

Por tanto, los recursos que figuran en dicha subcuenta individual, las efectuó únicamente la 

demandante,  tales como las cotizaciones, rendimientos financieros y bono pensional, que por 

tratarse de un  traslado no hay lugar a redención, y por tanto, continúa a cargo de la oficina 

de misma O.B.P del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en estricta sujeción al espíritu, 

características y principios que informan el RAIS; de suerte que la convocada a juicio, no 

incurre en erogación alguna que sirva para determinar el importe de agravio o perjuicio que 

la sentencia puede estar ocasionándole (…). 

 

De acuerdo con lo anterior, Porvenir S.A. no tiene interés para recurrir en casación, en la 

medida que el ad quem al ordenar la devolución de saldos, no hizo otra cosa que instruir a 

esta sociedad, en el sentido que el capital pensional de la accionante sea retornado, dineros 

que, junto con sus rendimientos financieros y el bono pensional son de la demandante.  

 

Luego, en el presente caso, el único agravio que pudo recibir la parte recurrente fue el hecho 

de habérsele privado de su función de administradora del régimen pensional de la 

demandante, en tanto que dejaría de percibir, a futuro, los rendimientos por su gestión, 

perjuicios estos que, además de no evidenciarse en la sentencia de segunda instancia, no se 

pueden tasar para efectos del recurso extraordinario. 

 

Por lo anterior, se tiene que el Tribunal no incurrió en equivocación alguna al no conceder el 

recurso de casación a Porvenir S.A. que, por lo explicado, no tiene interés económico para 

recurrir, en la medida en que no existe erogación alguna que económicamente pueda 

perjudicar a la parte que pretende recurrir la decisión de segunda instancia…” 

 

Teniendo en cuenta el anterior criterio jurisprudencial asumido por la Sala de 

Casación Laboral, no procede el recurso de casación interpuesto por la AFP 

Porvenir S.A.  

 

  

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá D.C. 
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RESUELVE 

 

PRIMERO: RECONOCER personería al abogado NICOLAS EDUARDO RAMOS 

RAMOS, identificado con cedula de ciudadanía Nº 1.018.469.231 y T.P Nº 

365.094 del CSJ, en calidad de apoderado judicial de la entidad demandada 

PORVENIR S.A., según los términos del poder conferido. 

 

SEGUNDO: No conceder el recurso extraordinario de casación interpuesto 

por la demandada SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES 

Y CESANTIAS PORVENIR S.A, por las razones expuestas en la parte motiva de 

esta providencia. 

 

TERCERO: En firme el proveído, continúese con el trámite correspondiente. 

 

Notifíquese y Cúmplase,  

 

 
 

MARCELIANO CHÁVEZ ÁVILA 

Magistrado 
 

 

 

                           
      LUZ PATRICIA QUINTERO CALLE                   MILLER ESQUIVEL GAITÁN 

                     Magistrada                                              Magistrado 

 

 
Proyectó: Claudia Pardo V. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ 
SALA LABORAL 

 
MARCELIANO CHÁVEZ ÁVILA  

Magistrado Ponente 
 
 

Radicación 038-2020-00390-02 
 

Bogotá D.C., veintiocho (28) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

 

DEMANDANTE:   MARGARITA ROSA REYES MONROY   
DEMANDADO: COLPENSIONES  
 PORVENIR S.A. 
 PROTECCIÓN S.A. 
 SKANDIA S.A. 
 COLFONDOS S.A.  
ASUNTO         :  APELACIÓN AUTO (demandada)  

 

 
AUTO 

 
Sería del caso proceder al estudio del recurso de apelación interpuesto por la 

sociedad PORVENIR S.A.,  auto de fecha dieciocho (18) de febrero de 2022, 

proferido por el Juzgado Treinta y ocho Laboral del Circuito de Bogotá, mediante 

el cual dispuso TENER POR NO CONTESTADA LA DEMANDA., sino fuera porque 

esta Corporación, mediante proveído del 31 de enero de 2023, resolvió la mentada 

impugnación, según pasa a exponerse: 

 

-La señora MARGARITA ROSA REYES MONROY, por intermedio de apoderado 

judicial instauró demanda ordinaria laboral en contra de las compañías PORVENIR 

S.A., PROTECCIÓN S.A., SKANDIA S.A., COLFONDOS S.A. y COLPENSIONES, 

pretendiendo se declare la nulidad del traslado efectuado al Régimen de Ahorro 

Individual, y como consecuencia de ello se ordene a la sociedad SKANDIA S.A., a 

devolver al Régimen de Prima Media, todos los dineros que se encuentran 

depositados en la cuenta de ahorro individual, junto con los rendimientos 

financieros y bonos pensionales. 
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El proceso fue asignado al Juzgado Treinta y Ocho Laboral del Circuito de Bogotá, 

que mediante auto del 15 de marzo de 2021, ADMITIÓ la demanda y dispuso su 

notificación a las sociedades PORVENIR S.A., PROTECCIÓN S.A., SKANDIA 
S.A., COLFONDOS S.A. y COLPENSIONES. (Folio 1 carpeta 6 del expediente 

digital) 

 

Mediante providencia del 18 de febrero de 2022, el Juez de instancia decidió 

TENER POR CONTESTADA LA DEMANDA frente a COLPENSIONES, AFP 
COLFONDOS S. A Y AFP OLD MUTUAL, en tanto tuvo por no contestado el 

escrito inicial por parte de las sociedades PORVENIR S.A. y PROTECCIÓN S.A., 

al considerar que dentro del término legal no se presentó memorial alguno en el 

que se expusieran  los argumentos de defensa.  

 

Inconforme con la anterior decisión, la parte demandada PORVENIR S.A., 
interpuso recurso de apelación, con el objeto de revocar el auto que tuvo por no 

contestada la demanda, para que en su lugar se ordene su admisión.  

 

Mediante auto del 26 de julio de 2022, el juzgado de origen dispuso no reponer la 

decisión que tuvo por no contestada la demanda por parte de la AFP PORVENIR 

y concedió el recurso de apelación, fijando fecha para el 4 de agosto de 2022, para 

efectuar el trámite contemplado en el artículo 77 del C.P.T y S.S.: 

 

“PRIMERO: No reponer el auto de 18 de febrero de 2022, mediante 

el cual se dispuso tener por no contestada la demanda por parte de 

la AFP PORVENIR S.A. Lo anterior, conforme a las consideraciones 

expuestas.  

SEGUNDO: Conceder en el efecto devolutivo para ante la Sala 

Laboral del H. Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, el 

recurso de apelación interpuesto por la AFP PORVENIR S.A., contra 

el auto de 18 de febrero de  2022, por ser procedente, en los términos 

del numeral 1° del artículo 65 del CPTSS.” 

 

El 4 de agosto de 2022, El A-quo dio previo a dar apertura a la diligencia de 

conciliación, decisión de excepciones previas, fijación y saneamiento del litigio, y 

decreto pruebas, se pronunció nuevamente sobre el recurso de reposición y 

apelación presentado por PORVENIR S.A., contra el auto de fecha 18 de febrero 

de 2022, disponiendo no reponer la providencia y concediendo el recurso de 

apelación. 
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Las anteriores situaciones fácticas permiten concluir, que dado que el Juzgado de 

origen se pronunció en dos ocasiones, respecto de una misma providencia, lo que 

generó el envío del expediente a esta Corporación, en el mismo número, quedando 

registradas bajo los radicados 11001310503820200039001 y 

11001310503820200039002, siendo la primera actuación resuelta mediante 

proveído del 31 de enero de 2023, empero dado que la segunda se trata del mismo 

tema, no hay lugar a realizar un nuevo pronunciamiento, dado que la controversia 

ya quedo definida en auto anterior.   

 

Por lo anterior,  se R E S U E L V E: 
 
PRIMERO. - DEJAR SIN VALOR Y EFECTO el auto calendado el 2 de septiembre 

de 2022, mediante el cual se admitió el recurso de alzada y se ordenó correr 

traslado a las partes para presentar sus alegaciones, de conformidad con lo 

expuesto en la parte motiva de esta providencia  

 

SEGUNDO: En consecuencia, DEVUÉLVASE de manera INMEDIATA el 

expediente al Juzgado de origen para lo de su competencia.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

El magistrado, 

 

 
 

MARCELIANO CHÁVEZ ÁVILA 
MAGISTRADO PONENTE  

 
 



 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTA D.C. – SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL 

 

MAGISTRADO PONENTE: CARLOS ALBERTO CORTES CORREDOR 

 

 

-16- de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 

 

PROCESO SUMARIO de CAFESALUD EPS EN LIQUIDACIÓN contra la 

DIRECCIÓN TERRITORIAL DE SALUD DE CALDAS. RAD. 

11001220500020230019201 

 

 

OBJETO DE LA DECISIÓN  

 

Advierte la Sala que, sería del caso resolver los recursos de apelación interpuestos 

contra la sentencia proferida el 21 de febrero de 2022 por la Delegada para la 

Función Jurisdiccional y de Conciliación de la Superintendencia Nacional de Salud, 

si no fuera porque se observa que este Tribunal carece de competencia, debido a 

que el domicilio de uno de los impugnantes y demandada – Dirección Territorial de 

Salud de Caldas- se encuentra situada en la ciudad de Manizales, tal como se 

constata. 

 

Lo anterior, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 30 del 

Decreto 2462 de 2013 (normativa vigente al iniciarse la actuación), que prevé que 

son funciones del Despacho del Superintendente Delegado para la Función 

Jurisdiccional y de Conciliación:  «Conocer a petición de parte y fallar en derecho, 

con carácter definitivo, en primera instancia y con las facultades propias de un juez, 

los asuntos contemplados en el artículo 41 de la Ley 1122 de 2007, modificado por 

el artículo 126 de la Ley 1438 de 2011 y en las demás normas que la reglamenten, 

modifiquen, adicionen o sustituyan», y que en caso de que sus decisiones sean 

apeladas, «el competente para resolver el recurso, será el Tribunal Superior del 

Distrito Judicial -Sala Laboral- del domicilio del apelante». 

 

Situación que también se encuentra contemplada en el parágrafo 1 del Artículo 6 de 

la Ley 1949 de 2019, que modificó el artículo 41 de la Ley 1122 de 2007, el cual 

señala: «Parágrafo 1°. Las providencias emitidas dentro del proceso jurisdiccional 

se notificarán por el medio más ágil y efectivo. La Sentencia podrá ser apelada 

dentro de los 3 días siguientes a su notificación. En caso de ser concedido el 

recurso, el expediente deberá ser remitido al Tribunal Superior del Distrito Judicial 

– Sala Laboral del domicilio del apelante». (subrayas de la sala). 

 

Teniendo en cuenta que se trata de dos apelantes, el artículo 5 del Código Procesal 

del Trabajo y la Seguridad Social, fija la competencia en el domicilio del demandado 

o donde se hubiese prestado el servicio, en tanto este corresponde a la ciudad de 

Manizales, por cuanto la entidad demandada y a la vez apelante en el presente 

asunto Dirección Territorial de Salud de Caldas, mantiene su domicilio en la ciudad 
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de Manizales, por tanto se ordenará la remisión de las presentes diligencias al 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Manizales - Sala Laboral, por ser el 

competente para resolver los recursos presentados.   

  

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial 

de Bogotá,  

  

RESUELVE  

  

PRIMERO: REMITIR de forma inmediata las presentes diligencias a la Secretaría 

de la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Manizales, para que 

efectúe el reparto entre los magistrados que la conforman, y se asuma el 

conocimiento del presente trámite, por las razones expuestas.  

  

SEGUNDO: COMUNICAR a las partes y a la Superintendencia Delegada para la 

Función Jurisdiccional y de Conciliación de la Superintendencia Nacional de Salud 

la presente decisión.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 
CARLOS ALBERTO CORTÉS CORREDOR 

Magistrado 

 

 
DIEGO ROBERTO MONTOYA MILLÁN 

Magistrado 

 
GUSTAVO ALIRIO TUPAZ PAIRA 

Magistrado 

 

Firmado Por:



Carlos Alberto Cortes Corredor

Magistrado

Sala  Laboral

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

SALA LABORAL  

 

Magistrado Ponente: Dr. DIEGO ROBERTO MONTOYA MILLÁN 

 

Bogotá D.C., dieciséis (16) de marzo de dos mil veintitrés (2023) 

 

El apoderado de la parte demandada Porvenir S.A. interpuso dentro del 

término legalmente establecido, recurso extraordinario de casación contra 

la sentencia de fallo celebrada en esta instancia el día nueve (9) de 

diciembre de dos mil veintidós (2022), notificada por edicto el 12 de 

diciembre de 2022, dado su resultado adverso. 

 

A efectos de resolver lo pertinente se hacen las siguientes,  

 

CONSIDERACIONES 

 

Establece el artículo 86 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad 

Social, en su parte pertinente que: «…sólo serán susceptibles del recurso 

de casación los procesos cuya cuantía exceda de ciento veinte (120) veces 

el salario mínimo legal mensual vigente». Tal estimación debe efectuarse, 

teniendo en cuenta el monto del salario mínimo aplicable al tiempo en que 

se profiere la sentencia que se pretende acusar, en el caso en concreto la 

cuantía corresponde a la suma de $120’000.000,00. 

 

Tal cuantía se determina bajo el concepto de «interés jurídico para 

recurrir», que de forma clara la Sala Casación Laboral de la Corte 

Suprema de Justicia lo ha interpretado como el perjuicio que sufre la parte 

afectada con la sentencia impugnada1, definiéndose para el demandante 

                                                           
1 Al respecto de tiempo atrás la Corte Suprema de Justicia ha manifestado y reiterado: «el interés jurídico para 
recurrir en casación está determinado por el agravio que sufre el impugnante con la sentencia acusada, que 
tratándose del demandado como el caso en estudio, se traduce en la cuantía de las resoluciones que 
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en las pretensiones que no hubieran sido acogidas en segunda instancia 

y para la demandada las condenas impuestas, en ambos casos teniendo 

en cuenta los recursos de apelación que hubieran sido interpuestos. 

 

Así las cosas, el interés jurídico para recurrir en casación de la parte 

demandada, se encuentra determinado por el monto de las condenas 

impuestas en las instancias, de ellas, declarada la ineficacia del traslado 

de régimen pensional, se ordenó a PORVENIR S.A, trasladar a 

COLPENSIONES todas las sumas de dinero que obren en la cuenta de 

ahorro individual del demandante, junto con las sumas correspondientes 

a rendimientos y comisiones por administración, indexados.  

 

En esta instancia se resolvió adicionar el numeral 2, revoca parcialmente 

el numeral 4 y confirmar en lo demás la sentencia condenatoria proferida 

por el a quo. 

 

Al respecto, la Sala de Casación laboral ha señalado: “De acuerdo con lo 

anterior, Porvenir S.A. no tiene interés para recurrir en casación, en la medida 

que el ad quem al ordenar la devolución de saldos, no hizo otra cosa que instruir 

a esta sociedad, en el sentido que el capital pensional de la accionante sea 

retornado, dineros que, junto con sus rendimientos financieros y el bono 

pensional, son de la afiliada. Luego, en el presente caso, el único agravio que 

pudo recibir la parte recurrente fue el hecho de habérsele privado de su función 

de administradora del régimen pensional de la demandante, en tanto que dejaría 

de percibir, a futuro, los rendimientos por su gestión, perjuicios estos que 

además de no evidenciarse en la sentencia de segunda instancia, no se pueden 

tasar para efectos del recurso extraordinario.” (AL1226-20202). 

[…] 

“Para desestimar tal petición basta decir, que si bien podría pregonarse que la 

misma se constituye en una carga económica para el Fondo demandado, no se 

demostró que tal imposición superara la cuantía exigida para efectos de recurrir 

en casación; y en esa medida por obvias razones, no pueden ser objeto de 

cuantificación para hallar el interés económico, por consiguiente, se declara bien 

                                                           
económicamente lo perjudiquen y, respecto del demandante, el monto de las pretensiones que Radicación n° 
730114 hubiesen sido negadas por la sentencia que se intenta impugnar, teniendo en cuenta la conformidad 
o in conformidad del interesado respecto del fallo de primer grado»  CSJ AL1514-2016. Magistrada Ponente: 
CLARA CECILIA DUEÑAS QUEVEDO. 
2 Magistrada ponente: CLARA CECILIA DUEÑAS QUEVEDO.  
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denegado el recurso de casación formulado por la Sociedad Administradora de 

Fondo de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A.” (AL2866-20223). 

 

Por el criterio jurisprudencial asumido por la Sala de Casación Laboral, 

torna improcedente el recurso de casación interpuesto por la Sociedad 

Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A.  

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Bogotá, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: No conceder el recurso extraordinario de casación interpuesto 

por la parte demandada Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones 

y Cesantías –Porvenir S.A.-. 

 

SEGUNDO: En firme el presente proveído, continúese con el trámite 

correspondiente. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  

 

 

DIEGO ROBERTO MONTOYA MILLÁN  

Magistrado 

 

 

CARLOS ALBERTO CORTÉS CORREDOR 

Magistrado 

 

 

GUSTAVO ALIRIO TUPAZ PARRA 

Magistrado  

 

 

Proyectó: Claudia Pardo V 

                                                           
3 Magistrado ponente: GERARDO BOTERO ZULUAGA.  
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

SALA TERCERA DE DECISIÓN LABORAL 

 

JOSÉ WILLIAM GONZÁLEZ ZULUAGA 

Magistrado ponente 

 

Expediente: 110013105025201900961 01 

 

PROCESO DE DERLY GÓMEZ SEPÚLVEDA CONTRA ASOCIADOS 

DEL GREMIO MÉDICO COOPERATIVA DE TRABAJO ASOCIADO – 

AGM SALUD CTA Y MÉDICOS ASOCIADOS S.A. 

  

En Bogotá, D.C., a los veintiocho (28) días del mes de febrero de dos mil 

veintitrés (2023), el Magistrado Ponente, en compañía de los demás 

miembros de la Sala Tercera de Decisión Laboral, profieren la siguiente 

decisión 

 

TEMA: Apelación auto – Incidente de nulidad. 

 

OBJETO: Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto 

por el apoderado de la demandada Asociados del Gremio Médico 

Cooperativa de Trabajo Asociado – AGM Salud CTA, en contra de la 

providencia proferida por el Juzgado Veinticinco (25) Laboral del 

Circuito de Bogotá D.C. el 12 de julio de 2022, en el cual se negó el 

incidente de nulidad propuesto. 

 

ANTECEDENTES   

 

Derly Gómez Sepúlveda promueve proceso ordinario laboral en contra 

de Asociados del Gremio Médico Cooperativa de Trabajo Asociado – 

AGM Salud CTA, para que previa declaratoria de un contrato de 

trabajo, se condene a la demandada, y solidariamente a Médicos 

Asociados S.A., a pagar lo correspondiente a primas de servicios 

adeudadas, vacaciones, cesantías, sanción moratoria contemplada en el 

artículo 99 de la Ley 50 de 1990, intereses a las cesantías, sanción por 

no pagar los intereses a las cesantías, sanción moratoria, a lo ultra y 

extra petita, costas y agencias en derecho. 

 

Como fundamento de sus pretensiones indicó, que suscribió un 

supuesto contrato de “convenio de asociación” con la Cooperativa de 

Trabajo AGM Salud Cooperativa de Trabajo Asociado desde el 26 de 
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abril de 2019 hasta la actualidad, el cual tenía como fin, que prestara 

sus servicios de manera personal en la empresa Médicos Asociados 

S.A., ejerciendo el cargo de auxiliar de servicios generales bajo la 

continuada subordinación y mediante una remuneración. 

 

Refiere que fue incapacitada desde el 25 de abril de 2014, llevando 

actualmente 1.987 días de incapacidad por problemas de salud; que la 

Junta Regional de Invalidez el pasado 9 de agosto de 2019 le dictaminó 

una pérdida de la capacidad laboral del 52,10%, con fecha de 

estructuración 12 de julio de 2019. 

 

Arguye que durante la relación fue víctima de acoso laboral y 

constantes llamados de atención, considerando que en el presente caso, 

se evidencia una verdadera relación laboral, por lo que es procedente 

que se aplique el principio de primacía de la realidad sobre las 

formalidades. 

 

DEL INCIDENTE DE NULIDAD 

 

El apoderado de la demandada AGM Salud CTA presentó incidente de 

nulidad mediante memorial del 6 de diciembre de 2021, manifestando 

que mediante providencia del 11 de diciembre de 2020 se admitió la 

demanda promovida por la señora Derly Gómez Sepúlveda, ordenando 

practicar la notificación en la forma prevista en el literal a del artículo 

41 del C.P.L., y que, de no ser hallada o se impida la notificación de la 

misma, se notificará conforme a lo dispuesto en el Decreto 806 de 2020. 

 

Indica que el 6 de enero de 2021 la demandante pretende la notificación 

de su representada, mediante el envío de correo electrónico a la 

dirección donde se relacionó al Juzgado Veinticuatro (24) Laboral del 

Circuito de Bogotá D.C., remitiéndose el auto admisorio y copia de la 

demanda, sin los correspondientes anexos de la demanda. 

 

Asimismo, que el juzgado de conocimiento dispuso tener por no 

contestada la demanda, y convocó a audiencia inicial para el 6 de 

diciembre de 2021; que contra dicha providencia se interpusieron los 

recursos de ley, sin embargo, que el a quo se abstuvo de resolver los 

mismo, al considerar que carecía de legitimidad para actuar. 

 

Refiere que dentro del término de ejecutoria del auto anterior, allegó 

memorial de aclaración de la condición que ostenta como representante 

legal suplemente y abogado, adjuntando el poder correspondiente, sin 

embargo, que tales recursos no fueron resueltos. 

 

Así las cosas, propone las causales de nulidad que denomina “nulidad 

por inexistencia del demandado”, “nulidad por falta de congruencia”, 

“nulidad por violación al derecho de defensa, contradicción y debido 
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proceso derivado de una indebida notificación”, y “nulidad por violación 

al debido proceso y derecho a la defensa técnica y el derecho de 

postulación”. 

 

DECISIÓN DEL JUZGADO 

 

El juzgado de conocimiento procedió a resolver la solicitud de nulidad 

impetrada por el apoderado de la demandada AGM Salud mediante 

providencia del 12 de julio de 2022, resolviendo rechazar dicha petición.  

 

Argumentó el a quo que la demanda se encuentra dirigida en debida 

forma, y en contra de la representada por el profesional del derecho 

recurrente, por lo que no hay lugar a declarar la inexistencia del 

demandado; asimismo, que la nulidad por falta de incongruencia no se 

encuentra enlistada en las señaladas en el artículo 133 del Código 

General del Proceso, las cuales son taxativas. 

 

Frente a la violación al derecho de defensa, contradicción y debido 

proceso derivado de una indebida notificación, aduce que en el folio 127 

del plenario se encuentra la notificación de que trata el Decreto 806 de 

2020, y que si bien allí se indica que el auto admisorio fue proferido por 

el Juzgado 24 Laboral del Circuito de Bogotá D.C., ello se trata de un 

error al momento de diligenciar la notificación, máxime, cuando se le 

remitió la providencia donde consta el juzgado de conocimiento. 

 

Con relación a la nulidad por violación al debido proceso y derecho a la 

defensa técnica y el derecho de postulación, manifiesta que el despacho 

se abstuvo de resolver los recursos previamente propuestos, en tanto el 

apoderado carecía de legitimación para actuar. 

 

RECURSO DE APELACIÓN 

 

Inconforme con la anterior determinación, el apoderado de la 

demandada Asociados del Gremio Médico Cooperativa de Trabajo 

Asociado – AGM Salud CTA interpuso recurso de apelación, haciendo 

un recuento de las actuaciones que se han surtido al interior del 

proceso. 

 

Frente a la causal de nulidad “inexistencia del demandado”, indicó que 

si bien el despacho identifica la clara diferencia existente entre la 

información que reposa en el certificado de existencia y representación 

legal de su representada, y la consagrada en las diligencias de 

notificación y el auto admisorio de la demanda, hace caso omiso a tal 

defecto, manifestando que en todo caso se dirigió en debida forma, pues 

el NIT de la cooperativa era el mismo al que refería el certificado 

mencionado, lo cual, si bien es cierto, para evitar cualquier yerro, vicio 

o nulidad, si se trasplantara esta situación a una controversia de 
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personas naturales, y si el nombre de la persona demandada fuera 

discordante con el número de identificación aportado, ¿se le debería dar 

trámite a la misma?. 

 

Considera el apoderado que esta situación obra mayor relevancia 

tratándose de personas jurídicas, pues su individualización no es 

solamente fruto del NIT, sino también por la razón social con la cual 

desarrollan su objeto.  

 

Con relación a la causal de “violación al derecho de defensa, 

contradicción y debido proceso, derivado de una indebida notificación”, 

refiere que el a quo incurre en error, toda vez que considera las 

imprecisiones en la notificación como eventos aislados, sin tener en 

cuenta que el correo remitido por la demandante no contenía la 

totalidad de los documentos necesarios para el ejercicio pleno del 

derecho a la contradicción y a la defensa, sumado al error en el que 

pretendía hacer incurrir al suscrito, al indicar un juzgado que no tenía 

en estudio el caso de referencia, y que, pese a darle validez a dicha 

actuación, no le dio trámite a lo establecido en la ley, es decir, la 

inscripción de su representada en el Registro Nacional de Personas 

Emplazadas y su posterior designación de curador ad litem. 

 

Frente a la causal de “violación al debido proceso, al derecho a la 

defensa técnica y al derecho de postulación”, refiere que el despacho se 

abstiene de resolver los recursos interpuestos contra el auto que tuvo 

por no contestada la demanda, con el argumento de carecer de 

legitimación para actuar dentro del proceso, sin embargo, que conforme 

al artículo 54 del Código General del Proceso las personas jurídicas 

concurren a los procesos por medio de sus representantes, y el artículo 

73 ibídem, dispone que las personas que hayan de comparecer al 

proceso deberán hacerlo por conducto de abogado legalmente 

autorizado, excepto en los casos en que la ley permita su intervención 

directa, debiendo resolverse de fondo los recursos propuestos. 

 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 

 

Dentro del término, la parte actora allegó alegatos de conclusión, 

manifestando que la intención del incidente de nulidad, tiene como 

objetivo torpedear y dilatar el presente proceso, y tratar de revivir el 

término de contestación de la demanda, la cual se contestó de manera 

extemporánea. 

 

CONSIDERACIONES: 

 

Compete a esta sala desatar el recurso de alzada interpuesto y 

sustentado en debida forma por el apoderado del demandado Asociados 

del Gremio Médico Cooperativa de Trabajo Asociado – AGM Salud CTA, 
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en razón a que el auto apelado es susceptible del aludido recurso, 

acorde con lo dispuesto en el artículo 65 del C.P.T. del C.P.T. y de la 

S.S., modificado por el artículo 29 de la Ley 712 de 2001, en tanto 

resuelve acerca de un incidente de nulidad. 

 

Deberá determinar la sala si durante el trámite de la primera instancia 

del proceso ordinario, el juzgado de conocimiento no dio cumplimiento a 

las normas procesales que regulan la materia, y si se ha incurrido en la 

causal de nulidad relacionada con el artículo 29 de la Constitución 

Política. 

 

Previamente, es necesario traer a colación que el artículo 29 de la 

Constitución Política consagra el debido proceso en todas las 

actuaciones judiciales y administrativas para que nadie pueda ser 

juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le 

imputa, ante el juez o tribunal competente, con observancia de las 

formas propias de cada juicio. 

 

Para garantizar dichos postulados, y a efectos de no dejar a la libre 

voluntad de las partes la determinación acerca de en cuales 

circunstancias se presenta la violación al debido proceso, el legislador 

instituyó como nulidades determinados vicios que impiden la garantía 

del debido proceso; fue así como se establecieron taxativamente las 

causales que pueden invalidar la actuación surtida dentro de un 

proceso; por lo tanto no puede existir causal de nulidad distinta de las 

señaladas en el artículo 133 CGP. 

 

El artículo 135 del C.G.P, dispone que la parte que alegue una nulidad 

debe expresar su interés para proponerla, las razones para invocarla y 

los hechos que la fundamentan; en el caso concreto, el apoderado 

recurrente presenta sus argumentos frente a las nulidades que 

denominó “inexistencia del demandado”, “violación al derecho de 

defensa, contradicción y debido proceso, derivado de una indebida 

notificación” y “violación al debido proceso, al derecho a la defensa 

técnica y al derecho de postulación”.  

 

Así las cosas, será necesario establecer que de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 133 ibídem, el proceso es nulo, en todo o en 

parte, solamente en los siguientes casos: 

1. Cuando el juez actúe en el proceso después de declarar la falta 
de jurisdicción o de competencia. 

2. Cuando el juez procede contra providencia ejecutoriada del 
superior, revive un proceso legalmente concluido o pretermite 
íntegramente la respectiva instancia. 
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3. Cuando se adelanta después de ocurrida cualquiera de las 
causales legales de interrupción o de suspensión, o si, en estos 
casos, se reanuda antes de la oportunidad debida. 

4. Cuando es indebida la representación de alguna de las partes, o 

cuando quien actúa como su apoderado judicial carece 
íntegramente de poder. 

5. Cuando se omiten las oportunidades para solicitar, decretar o 
practicar pruebas, o cuando se omite la práctica de una prueba que 
de acuerdo con la ley sea obligatoria. 

6. Cuando se omita la oportunidad para alegar de conclusión o 
para sustentar un recurso o descorrer su traslado. 

7. Cuando la sentencia se profiera por un juez distinto del que 
escuchó los alegatos de conclusión o la sustentación del recurso de 
apelación. 

8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto 
admisorio de la demanda a personas determinadas, o el 

emplazamiento de las demás personas aunque sean 
indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas 
que deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, 
cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al 

Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad que de 
acuerdo con la ley debió ser citado. 

Cuando en el curso del proceso se advierta que se ha dejado de 
notificar una providencia distinta del auto admisorio de la 
demanda o del mandamiento de pago, el defecto se corregirá 

practicando la notificación omitida, pero será nula la actuación 
posterior que dependa de dicha providencia, salvo que se haya 
saneado en la forma establecida en este código. 
 

De acuerdo a lo anterior, debe mirarse a la luz del principio de 

trascendencia que rige esta materia, pues, no a cualquier yerro puede 

conferírsele entidad suficiente para dar al traste con la actuación 

procesal, sino a aquellos que afecten radicalmente el derecho 

fundamental de contradicción, tema a examinar puntualmente. 

Ahora bien, descendiendo al caso concreto, desestimará este colegiado 

las causales de nulidad que el recurrente denominó como “inexistencia 

del demandado” y las relacionadas con la violación al derecho de 

defensa, contradicción, a la defensa técnica y al derecho de postulación, 

en tanto, como quedó evidenciado previamente, no se encuentran 

enlistadas en el artículo 133 del Código General del Proceso, por tanto, 

dichas causales son taxativas, debiendo expresarse la causal invocada, 

situación que a todas luces no se encuentra cumplida. 

Y es que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 135 ibídem: “El 

juez rechazará de plano la solicitud de nulidad que se funde en causal 
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distinta de las determinadas en este capítulo o en hechos que pudieron 

alegarse como excepciones previas, o la que se proponga después de 

saneada o por quien carezca de legitimación”. 

Ahora, con relación al debido proceso establecido en el artículo 29 de la 

Constitución Política, igualmente deberá desestimarse, en tanto el 

artículo 135 del Código General del Proceso dispone que: “No podrá 

alegar la nulidad quien haya dado lugar al hecho que la origina, ni quien 

omitió alegarla como excepción previa si tuvo oportunidad para 

hacerlo, ni quien después de ocurrida la causal haya actuado en el 

proceso sin proponerla” (negrilla fuera del texto), pues una vez 

verificadas las actuaciones surtidas al interior del proceso, se tiene que 

el apoderado recurrente previo a presentar incidente de nulidad, 

interpuso recurso de reposición y en subsidio de apelación contra el 

auto de fecha 7 de septiembre de 2021, mediante el cual se tenía por no 

contestada la demanda, dando lugar así, a que dicha nulidad se 

considere saneada en los términos del artículo 136 ibídem. 

Pues si bien se encuentra inconforme el recurrente con que el juzgado 

de conocimiento no le dio trámite a los recursos incoados previo a la 

presentación del incidente de nulidad por falta de legitimación, lo cierto 

es que desconoció el apoderado que dicha decisión pudo ser 

controvertida a través del recurso de queja. 

Igualmente, y si bien trae a colación el togado el artículo 29 del C.P.T. y 

de la S.S., manifestando que debió designarse curador ad litem en tanto 

la empresa no compareció, lo cierto es que dicha figura se designará en 

aquellos casos en que se ignore el domicilio del demandado, este no sea 

hallado, o se impida la notificación, sin embargo, al interior del trámite 

se evidencia que la notificación se surtió de conformidad con lo 

dispuesto en el Decreto 806 de 2020. 

Es por lo anterior, que en ningún yerro incurrió el a quo al negar el 

incidente de nulidad, pues propuso el apoderado de la pasiva causales 

de nulidad que no se enlistan en las disposiciones jurídicas 

previamente expuestas, y dio lugar a que las nulidades que visibilizara 

en el proceso fuesen saneadas. 

 

Es por lo anterior, que habrá que confirmarse la decisión de primera 

instancia. 

 

En mérito de lo expuesto la Sala Tercera de Decisión Laboral del 

Tribunal Superior de Bogotá, D.C.,  

 

RESUELVE: 
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PRIMERO: CONFIRMAR el auto de fecha 12 de julio de 2022 proferido 

por el Juzgado Veinticinco (25) Laboral del Circuito de Bogotá dentro 

del proceso ordinario de la referencia, conforme a lo considerado. 

 

SEGUNDO: SIN COSTAS en esta instancia ante su no causación. 

 

TERCERO: Devuélvase de manera inmediata el expediente al juzgado 

de origen para los fines pertinentes.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

Los magistrados,  

 

 
































